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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO DE PRENSA No. 13
               Marzo 20 y 21 de 2013

 


Inconstitucionalidad de la asignación de ciertas funciones jurisdiccionales al Ministerio de Justicia y del derecho, en la amplitud y heterogeneidad que lo hace la Ley 1564 de 2012, y sin precisar el funcionario o dependencia que las asumiría

	     I.  EXPEDIENTE D-9185      -   SENTENCIA  C-156/13   (Marzo 20)

          M.P. Luis Ernesto Vargas Silva




1.
Norma acusada

LEY 1450 DE 2011

(junio 16)

Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014

ARTÍCULO 199. FUNCIONES DEL MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA EN MATERIA DE Y DESCONGESTIÓN. Con el fin de contribuir al acceso eficaz a la justicia y a la descongestión judicial, el Ministerio del Interior y de Justicia, o quien haga sus veces, a través de la dependencia que para tales efectos determine la estructura interna, podrá, bajo el principio de gradualidad en la oferta, operar servicios de justicia en todos los asuntos jurisdiccionales que de conformidad con lo establecido en la Ley 446 de 1998 sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia han sido atribuidos a la Superintendencia de Industria y Comercio, Superintendencia Financiera y Superintendencia de Sociedades, así como en los asuntos jurisdiccionales previstos en la Ley 1380 de 2010 sobre insolvencia de personas naturales no comerciantes y en la Ley 1098 de 2006 de conocimiento de los defensores y comisarios de familia.

Estos procedimientos se sustanciarán de conformidad con los procedimientos actualmente vigentes.

Los servicios de justicia aquí regulados generan competencia a prevención y por ende no excluyen la competencia otorgada por la ley a las autoridades judiciales y a autoridades administrativas en estos determinados asuntos.

La operación de los referidos servicios de justicia debe garantizar la independencia, la especialidad y el control jurisdiccional a las decisiones que pongan fin a la actuación, tal y como está regulada la materia en cuanto el ejercicio de funciones jurisdiccionales por parte de autoridades administrativas.

El Gobierno Nacional reglamentará la forma en que se haga efectiva la operación de estos servicios de justicia.

El Ministerio del Interior y de Justicia, o quien haga sus veces, podrá asesorar y ejercer la representación judicial de las personas que inicien procesos judiciales de declaración de pertenencia con miras al saneamiento de sus propiedades.

Lo previsto en este artículo no generará erogaciones presupuestales adicionales.
2.
Decisión

Primero.- Declararse INHIBIDA para decidir respecto de los cargos elevados contra el artículo 199 de la Ley 1450 de 2011, por violación de los principios de consecutividad, identidad flexible, unidad de materia y omisión de debate en el trámite legislativo, de acuerdo con lo expuesto en el acápite “cuestiones previas” y, concretamente, debido a que en virtud de la subrogación de la norma por el artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, un pronunciamiento sobre esos cargos resultaría inocuo.

Segundo.- Declarar INEXEQUIBLES, por el cargo analizado, las expresiones “El Ministerio de Justicia y del Derecho, o quien haga sus veces, a través de la dependencia que para tales efectos determine la estructura interna, podrá, bajo el principio de gradualidad en la oferta, operar servicios de justicia en todos los asuntos jurisdiccionales que de conformidad con lo establecido en la Ley 446 de 1998 sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia han sido atribuidos a la Superintendencia de Industria y Comercio, Superintendencia Financiera y Superintendencia de Sociedades, así como en los asuntos jurisdiccionales previstos en la Ley 1380 de 2010 sobre insolvencia de personas naturales no comerciantes y en la Ley 1098 de 2006 de conocimiento de los defensores y comisarios de familia”, contenidas en el numeral 4) del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, que subrogó el artículo 199 de la Ley 1450 de 2011.

3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte Constitucional declaró la inexequibilidad de diversos apartes del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso), que subrogó el artículo 199 de la Ley 1450 de 2011 (Plan Nacional de Desarrollo). La norma objeto de control confería al Ministerio de Justicia y del Derecho (y anteriormente al Ministerio del Interior y de Justicia) funciones jurisdiccionales para conocer los asuntos previamente asignados por la Ley 446 de 1998 a las superintendencias; la ley 1098 de 2006 a comisarios y defensores de familia; y en asuntos de insolvencia de personas naturales no comerciantes, regulados en la ley 1380 de 2010.

La Corporación consideró que el Legislador no respetó el principio de excepcionalidad en la atribución de funciones jurisdiccionales a autoridades administrativas, debido a la pluralidad y heterogeneidad de las materias sobre las cuales le confirió las competencias al citado Ministerio, destacando que ese principio es imprescindible para asegurar la división de funciones de las ramas del poder público, el debido proceso, la imparcialidad de los jueces, y para evitar que esa asignación de funciones afecte el fortalecimiento institucional de la Administración de Justicia. Además, explicó que la verificación de excepcionalidad se lleva a cabo mediante tres niveles de análisis: el primero, asociado a la reserva legal en la definición de esas competencias y en un mandato de precisión sobre su alcance; el segundo, dirigido a garantizar los principios de independencia y autonomía que guían la labor de los jueces; y el tercero, asociado al principio de especialidad. Sobre el primer aspecto, destacó la importancia de efectuar una interpretación restrictiva de las normas que asignen funciones jurisdiccionales a los órganos de la Administración, y la adecuada delimitación del alcance de esas funciones por parte del Legislador.

En relación con el segundo nivel de análisis, planteó que la asignación de funciones jurisdiccionales a autoridades administrativas debe realizarse de manera que se logre una interpretación armónica del artículo 116 constitucional con los artículos 113, 29 y 229 de la Constitución Política, 8º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, integrados al orden constitucional en virtud del artículo 93 de la Constitución (bloque de constitucionalidad). En otros términos, precisó la Corporación que esa asignación de funciones debe ser compatible con (i) la división de funciones entre las ramas del poder público; (ii) el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia; (iii) el debido proceso; y (iv) las garantías judiciales, entre las cuales cabe destacar el derecho a ser juzgado por un funcionario autónomo, imparcial, independiente, competente y previamente definido en la ley (principio del juez natural). 

La defensa de los principios de imparcialidad, independencia y autonomía judicial, se concreta, según la jurisprudencia constitucional en que (i) la autoridad a la que se atribuyen funciones jurisdiccionales no conozca en sede judicial de asuntos en los que previamente haya intervenido como autoridad administrativa; (ii) el ejercicio de las funciones administrativas no vicie su imparcialidad como juez; (iii) en el interior de la institución se encuentren definidas y separadas las funciones jurisdiccionales de aquellas de naturaleza administrativa; y (iv) la estructura del organismo no conlleve una sujeción jerárquica en aquellas materias objeto de la atribución de funciones jurisdiccionales. Finalmente, acerca del tercer nivel de estudio, la Corte recordó que de acuerdo con la sentencia C-896 de 2012 y el artículo 3º de la Ley 1285 de 2009, modificatoria de Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, esa distribución de funciones debe consultar un reparto eficiente de competencias, condición imprescindible para (i) precisar el alcance del mandato de excepcionalidad en la interpretación del artículo 116 de la Carta Política; (ii) garantizar el principio de juez natural, relacionado en primer término con la definición previa del funcionario que conocerá de los asuntos susceptibles de ser sometidos a la jurisdicción, y en segundo lugar, con (iii) asegurar la especialidad, ya que el Legislador deberá consultar, como principio de razón suficiente, la naturaleza del órgano al que atribuye las funciones y si éstas son compatibles, prima facie, con aquellas que ejerce en sede administrativa; (iv) proteger y respetar el derecho a ser juzgado por un juez competente (art. 8º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y defender (v) la independencia e imparcialidad, pues el conocimiento sobre un área del derecho provee al juez mejores razones jurídicas para fallar y lo aleja de presiones a las que resultaría más vulnerable sin ese conocimiento, así como (vi) la calidad en la prestación del servicio público de administración de justicia, por las mismas razones. 

En ese marco, el Tribunal estimó que la norma demandada satisfizo el primer nivel de análisis o las primeras condiciones de validez derivadas del texto del artículo 116 Superior, pues la atribución de competencias obedeció a una decisión legislativa, con suficiente precisión para conocer las materias objeto de asignación, la cual se obtuvo mediante sucesivas remisiones legislativas a diversos estatutos. De igual manera, consideró que, al menos prima facie, no se evidencia una superposición entre las funciones administrativas del Ministerio, y aquellas de carácter jurisdiccional que le confirió el Legislador en las normas objeto de estudio. Sin embargo, estimó que la norma analizada resultaba problemática, prima facie, desde el punto de vista del umbral de exceso, propio del mandato de excepcionalidad del artículo 116 de la Constitución Política y explicó, en esa dirección, que aún manteniendo la reserva legal y respetando el mandato de definición precisa, la acumulación de excepciones, o una amplitud excesiva en cada una de ellos puede resultar incompatible con el texto y propósito del artículo 116 Superior. 

Esa conclusión inicial de violación al umbral del exceso resultó confirmada al abordar el tercer nivel de análisis, donde este Tribunal constató que no es posible hallar indicio alguno de afinidad material entre las funciones administrativas del Ministerio, y el conjunto amplio y heterogéneo de competencias jurisdiccionales que el Legislador le confirió en la norma analizada; añadió la Sala que, como el artículo 24 del Código General del Proceso (al igual que el artículo 199 del Plan Nacional de Desarrollo) no precisa el funcionario o la dependencia que asumirá esas funciones, ni las condiciones que se exigirán para su ejercicio (su formación, las garantías de independencia frente a las directrices del Ministro en las materias objeto de atribuciones jurisdiccionales, su régimen laboral y sus expectativas de estabilidad), es imposible de asignación eficiente, y respeto por los principios de especialidad y juez natural, propios de la administración de justicia.

En consecuencia, la Corporación estimó que la norma demandada no satisface todas las condiciones que se derivan del mandato de excepcionalidad del artículo 116 de la Constitución, interpretado de manera autónoma con los principios que guían el ejercicio de la administración de justicia, y que constituyen un elemento cardinal del estado de derecho y una condición para la vigencia del principio de división de funciones entre las ramas del poder público. Esa violación del mandato de excepcionalidad se desprende de la amplitud de la atribución de competencias y la pluralidad de las materias a las que se refirió el legislador, sin consultar el principio de asignación eficiente de funciones, consideraciones que llevaron a declarar la inexequibilidad de la norma estudiada. Así mismo, facultar a órganos administrativos para ejercer funciones jurisdiccionales no puede ser de tanta amplitud que termine por desplazar en una buena parte a los jueces de su función esencial, debilitando la administración de justicia como institución, desdibujando el reparto general de competencias entre las ramas del poder público, de manera que el crecimiento paulatino de las excepciones termine por desvirtuar el carácter excepcional de la atribución de funciones jurisdiccionales a órganos de índole administrativa.
4.
Aclaraciones de voto

El magistrado Mauricio González Cuervo anunció la presentación de una aclaración de voto, acerca de las consideraciones que se exponen en la sentencia respecto de la naturaleza “mixta” del vicio por violación del principio de unidad de materia de todo proyecto de ley, esto es, de un vicio formal con entidad sustantiva que conduce a no aplicar el término de caducidad de la acción pública de inconstitucionalidad. En su concepto, la vulneración del principio de unidad de materia es una irregularidad de naturaleza formal, toda vez que corresponde a uno de los requisitos del proceso de formación de la ley, y por tanto está sometido a la caducidad de la acción. En este caso, el control que se hace no implica una comparación del texto de la norma cuestionada con la Constitución, sino del asunto regulado con el conjunto normativo desarrollado en la ley para valorar su conexidad temática. Por ello, se ha apartado en diversas oportunidades de la posición mayoritaria existente a este respecto. 

Por su parte, la magistrada María Victoria Calle Correa se reservó la presentación de una aclaración de voto respecto de la firma en que se recoge la línea jurisprudencial relacionada con la naturaleza del vicio de inconstitucionalidad por violar el principio de unidad de materia. 
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